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OBLIGACIONES NACIDAS DE CULPA O NEGLIGENCIA

El Código Civil establece que "las obligaciones nacen de la ley, de los contratos, cuasicontratos, y de los actos y omisiones ilícitos o en que intervenga cualquier género de culpa o negligencia" (artículo 1.089).

Por tanto, el propio Código distingue, posteriormente, en el primer grupo entre las obligaciones nacidas de actos u omisiones ilícitos constitutivos de infracciones penales y las obligaciones nacidas de actos u omisiones constitutivos de ilícito civiles. Y así, dice que: "las obligaciones civiles que nazcan de los delitos o faltas se regirán por el Código Penal" (artículo 1.092). Y que "Las que deriven de actos u omisiones en que intervenga culpa o negligencia no penadas por la ley, quedarán sometidas a las disposiciones del Capítulo II del Título XVI de este Libro" (artículo 1.093).
Podemos hablar de dos tipos de obligaciones nacidas de culpa o negligencia. A saber: las nacidas de actos u omisiones penados por el Código Penal, por constituir infracciones penales, es decir, delitos o faltas que se rigen por el Código Penal y de cuyo estudio vamos a prescindir; y las nacidas de actos u omisiones que no llegan a constituir infracción penal, pero que constituyen actos ilícitos en los que interviene culpa o negligencia, que se rigen por los artículos 1.902 y siguientes del Código Civil, a los que vamos a dedicar nuestra atención.
Es preciso poner de relieve que en el ámbito del Derecho Civil los actos u omisiones que constituyen ilícitos civiles por intervenir culpa o negligencia no penada por la ley, pueden incidir tanto en el campo de los contratos y que van a generar una responsabilidad contractual (artículos 1.101 y siguientes del Código Civil), como fuera del campo del contrato y que generan una responsabilidad extracontractual, conocida ya desde el Derecho romano como responsabilidad aquiliana (lex Aquilia), en la que el deber transgredido es el genérico "neminem laedere", es decir, el de abstenerse de lesionar a los demás.

De todas formas, conviene resaltar que no hay una total separación entre estos dos últimos tipos de obligaciones, pues la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha reiterado la vigencia subsidiaria o complementaria del régimen de las obligaciones que nacen del contrato en el ámbito de la responsabilidad regulada en el Capítulo II del Título XVI del Libro IV (artículos 1.902 y siguientes) y, por otra parte, está ya abandonada en el plano teórico la doctrina que contraponía la responsabilidad contractual a la extracontractual en base a la distinta naturaleza del deber transgredido, pues en la actualidad se reconoce que aunque haya diferencias en el régimen jurídico de las mismas, su asiento dentro del Código Civil obedece a un mismo motivo: una acción de omisión culposa que causa daño a otro.

Así el Tribunal Supremo admite la posibilidad de que las acciones derivadas de culpa contractual y extracontractual se ejerciten alternativa o subsidiariamente, u optando por una u otra, o incluso proporcionando al juzgador los hechos para que éste aplique las normas en concurso que más se acomoden a ellos, todo en favor de la víctima y para el logro de un resarcimiento del daño lo mas completo posible (Sentencias de 18 de febrero y 19 de marzo de 1997).
La responsabilidad extracontractual o aquiliana prescribe al año, desde que lo supo el agraviado (artículo 1.968) a diferencia de la responsabilidad contractual que prescribe a los quince (artículo 1.964 del CC).
SU CONCEPTO Y FUNDAMENTO

1.
Concepto
Podemos definirlas como "aquellas obligaciones que pueden nacer de una relación jurídica entre dos personas, que no se encuentran previamente unidas por vínculo contractual alguno, como consecuencia de actos u omisiones no penados por la ley imputables a una de ellas a título de culpa o negligencia que producen daños en los derechos personales o patrimo​niales de la otra y que se traducen en el deber de indemnizar los mismos".
2.
Fundamento
Dos distintos criterios pueden invocarse como fundamento de la responsabilidad extracontractual o aquiliana.
1D.   Derivar dicha responsabilidad de la actuación dolosa o culposa del agente productor del daño.
2o.   Derivar la responsabilidad no tanto de la actuación dolosa o culposa del causante del daño, como de la inexistencia de un deber legal de soportar el tercero el daño (responsabilidad objetiva).
Nuestro Código Civil, fiel al sistema imperante en la época de la Codificación que hacía descansar en la noción de culpa el fundamento de la responsabilidad, sigue, como regla general, el primer criterio como lo demuestra el artículo 1.902, según el cual "el que por acción u omisión causare daño a otro interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado" aunque, como luego veremos no dejan de existir en nuestro propio Código algunas manifestaciones de responsabilidad objetiva la cual modernamente tiene, fuera del Código Civil un gran auge y a la que nos referiremos al examinar la última pregunta del tema.

En el Código Civil la responsabilidad extracontractual puede revestir las siguientes formas: responsabilidad por hechos propios; responsabilidad por hechos ajenos; responsabilidad por daños causados por animales o cosas inanimadas. 

Pasamos a analizar la primera de ellas.

ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DE LA RESPONSABILIDAD EXIRACONTRACTUAL. 

Partiendo del artículo 1.902, antes transcrito, que consagra la responsabilidad extracontractual por hechos propios, la doctrina y la jurisprudencia señalan como elementos o requisitos de tal responsabilidad los siguientes: una acción u omisión culposa; un resultado dañoso y una relación de causa a efecto entre ambos.
I.    Acción u omisión culposa
Puede desdoblarse en los siguientes requisitos:
Io.   Que se realice un acto u omisión
Para que exista responsabilidad es necesario, en primer lugar, que se haya producido un acto humano que, de alguna manera, pueda considerarse como causa del daño. Este acto humano puede consistir en una acción positiva ("faceré") o en una acción negativa, omisión o abstracción ("non faceré").
2o.   Que tal acción u omisión sea ilícita o antijurídica
El acto u omisión ha de ser ilícito, es decir, contrario a Derecho. Aunque el artículo 1.902 no hace referencia a este  requisito es porque, en principio, todo acto u omisión que causa daño a tercero se presume antijurídico.
3o.   Que la acción u omisión sea culpable
Ahora bien, bajo la expresión "culpa" ha de entenderse no sólo la conducta culposa en sentido estricto, sino también,  la conducta dolosa que no sea constitutiva de infracción penal.
El Tribunal Supremo ha declarado que: "La esencia de la culpa consiste en no prever lo que se pudo y debió ser previsto o en la falta de adopción de las medidas necesarias para evitar el evento dañoso". Igualmente ha declarado que la culpa es la falta de diligencia exigible y que tal diligencia exigible es la que utilizaría el hombre normal medio, teniendo en cuenta las circunstancias de las personas, tiempo y lugar, así como el sector del tráfico o de la vida social en que h conducta se proyecta.
II.   Un resultado dañoso

El daño es el menoscabo que a consecuencia de un acontecimiento o evento sufre una persona.
El daño debe ser cierto, realmente existente, lo que excluye los puramente hipotéticos o eventuales, pues pueden producirse o no. El daño indemnizable o reparable no sólo puede ser actual, sino futuro, cuando surgirá con posterioridad según racional certidumbre.

III. Una relación de causalidad entre la acción u omisión y el daño

Es elemento necesario en la responsabilidad, tanto contractual como extracontractual, que exista una relación causal entre la acción u omisión del agente y el daño producido.

Tal elemento se desprende del propio artículo 1.902, que nos habla de que el que "causa daño a otro" está obligado a reparar "el daño causado".
Ahora bien, la existencia o no de una relación de causalidad es un problema bastante complejo en aquellos supuestos en que el daño no está precedido de un antecedente sino de varios, es preciso deducir cuál de ellos merece el papel de causa.
A grandes rasgos puede decirse que las múltiples teorías formuladas pueden diferenciarse en dos grupos. El primero de ellos está regido por el principio de que no puede hacerse ninguna diferenciación entre los diversos antecedentes que pueden confluir en el resultado dañoso, todos tendrán el rango de concausantes, siempre que se cumpla el siguiente postulado: un hecho es causa de otro cuando, si hubiera faltado el antecedente, no se hubiera producido el resultado (teoría de la equivalencia o de la condición "sine qua non").
Otro grupo está constituido por las teorías que destacan dentro del conjunto de antecedentes uno o varios de ellos para conceptuarlos como causa del resultado, evitando así la amplitud que tendría la responsabilidad con la teoría de la equivalencia. Las posiciones de los autores varían, sin embargo, cuando se trata de establecer un criterio con arreglo al cual ha de procederse a aquella selección. Un sector sigue el de la adecuación (teoría de la causa adecuada), estimando como causa del daño el antecedente que es probable, posible o razonable que lo ocasionase. Otra dirección entiende que el hecho más próximo al daño debe ser su causa (teoría de la causa próxima) y, en fin, se mantiene también que el hecho más eficiente es el decisivo (teoría de la causa eficiente), aunque las opiniones sobre la eficiencia son discrepantes, pues o bien se detecta en el hecho más activo, o en el que tiene en sí mismo la fuerza determinante para producir el daño tal y como se ha dado.
La posición del Tribunal Supremo es favorable al arbitrio judicial, que ha de establecer el nexo causal inspirándose en la valoración de las condiciones o circunstancias que el buen sentido señale en cada caso como índice de responsabilidad dentro del infinito encadenamiento de causas y efectos. Las teorías de la causalidad adecuada y eficiente se recogen en numerosas sentencias.
Concurrencia de culpas

En los casos en que en la relación causal entre el acto u omisión del agente se interfiere una acción u omisión culposa de la propia víctima, se plantea el problema que la doctrina ha denominado compensación de culpas aunque, como dice el Tribunal Supremo, técnicamente más que una compensación, porque las culpas no se compensan, lo que en realidad se opera es una concurrencia de culpas en la producción del resultado dañoso, por lo que debe hablarse de compensación de responsabilidades o compensación de consecuencias reparadoras.

La doctrina y la jurisprudencia entienden que la obligación de reparar del agente debe verse disminuida en su intensidad o cuantía si concurre culpa del propio perjudicado, y ello en base al artículo 1.103 del Código Civil, que faculta a los Tribunales para moderar la responsabilidad procedente de culpa.
El Tribunal Supremo ha señalado que en la determinación de la gravedad de las culpas concurrentes el Tribunal atenderá a cuál de las partes ha causado predominantemente el daño para aminorar la indemnización y si la culpa del perjudicado ofrece muy acusados relieves o intensidad, pueda absorber a la del agente y exonerar a éste último, pues el único fundamento del resultado es la culpa de la víctima que rompe el nexo causal.

El Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos de Motor, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004, establece que: "si concurriere la negligencia del conductor y la del perjudicado se procederá a la equitativa moderación de la responsabilidad y al repartimiento en la cuantía de la indemnización, atendida la entidad respectiva de las culpas concurrentes" (artículo Io, párrafo 4o).

Efectos de la responsabilidad extracontractual

El efecto fundamental es la obligación del agente de cumplir una determinada prestación que, de acuerdo con el artículo 1.902, será la de reparar el daño causado. Sobre esta obligación pueden hacerse las siguientes consideraciones:
a) En orden a su extensión. En la determinación de la misma serán de aplicación, como estima la mayor parte de la doctrina, los criterios que fija el artículo 1.107 para las obligaciones contractuales que distingue los supuestos dolosos (mala fé) de los culposos (buena fé).
b) En orden a los sujetos responsables. Cuando los culpables sean varios es preciso distinguir: si cabe individualizar los comportamientos y separarlos, nos encontramos en presencia de una hipótesis de concurrencia de causas y la responsabilidad debe distribuirse entre cada una de las personas a quienes sean imputables dichas causas. Habrá, por tanto, fragmentación de la obligación. En cambio, si no es posible llevar a cabo dicha individualización y el hecho dañoso es una acción conjunta, formada por la cooperación de varios comportamientos, será ella la causa única del daño producido y existirá solidaridad entre los actores de tal acción.
c) En orden a la forma de cumplimiento. La obligación de reparar puede cumplirse in natura, mediante la reparación o sustitución de la cosa, o por equivalente, mediante la entrega de la indemnización correspondiente al daño experimentado. Salvo que la primera forma sea imposible, no le corresponde elegir entre ambas al responsable. También goza el perjudicado de la facultad de pedir la eliminación de la causa productora del daño, porque es incongruente que se siga produciendo en el futuro lo que ahora se obliga a reparar. Si la fijación de la prestación que ha de realizar el responsable no se logra convencionalmente, será la autoridad judicial la que la efectúe.
d) En orden a la acción para exigir la responsabilidad extracontractual. Tiene un año de plazo legal de prescripción, "a contar desde que lo supo el agraviado". No es, pues, la producción del daño lo que determina el inicio del plazo, sino el conocimiento del daño, que naturalmente no ha de ser el de toda su extensión. Debe presumirse un conocimiento instantáneo por el perjudicado respecto del daño que se le ha
ocasionado (artículo 1.968-2°). En materia de lesiones, la jurisprudencia interpreta la norma a favor del perjudicado, empezando a contar el plazo desde el alta médica. Cuando el daño tiene carácter continuado la jurisprudencia entiende que la prescripción no se inicia hasta que se produzca el definitivo resultado.

EL DAÑO MORAL

Se entiende por daño moral el perjuicio que, sin afectar a los bienes materiales ni a la integridad física, se refiere al patrimonio espiritual y a los bienes inmateriales de la salud, el honor, la libertad y otros análogos, que son los más estimados y sensibles.

Hoy no ofrece duda, ni en la doctrina ni en la jurisprudencia, que todo daño moral real y demostrado da lugar a reparación. Sin embargo, la antigua jurisprudencia del TS rechazó los daños morales. El cambio de dirección lo inició la famosa sentencia de 6 de diciembre de 1912, que condenó al pago de una fuerte indemnización por la publicación de noticias injuriosas, considerando que los daños morales llevan consigo, como corolarios naturales y lógicos, otros daños materiales y sociales. Pero esta sentencia, como señala alguna autor, tiene el defecto de que parece resarcir el daño patrimonial que indirectamente resulta del daño moral, en lugar de fundar en éste la procedencia de la indemnización.

En el ámbito del derecho positivo, el daño moral está plenamente admitido en el Código Penal y en la Ley Orgánica de 5 de mayo de 1982, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, que afirma que se presume que los perjuicios existen en todo caso de injerencias o intromisiones acreditadas, y comprenderá, no sólo los perjuicios materiales sino también los morales, de especial relevancia en este tipo de actos ilícitos. Por su parte, la Ley de propiedad intelectual de 1987, señala que el titular de derechos reconocidos en la ley podrá exigir la indemnización de los daños materiales y morales, añadiendo que procederá la indemnización del daño moral aunque no se pruebe la existencia de perjuicio económico. El Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, se refiere a los derechos que el perjudicado pueda tener a ser indemnizado por daños y perjuicios, incluidos los morales.
El régimen del daño moral es distinto del que gobierna los daños propiamente patrimoniales, en el sentido de que los requisitos que afectan al nexo causal y a la prueba de los daños morales deben ser tratados con menos severidad que cuando se trata de daños materiales, concediéndose a los tribunales un amplio arbitrio para su apreciación y para valoración del daño. 

Por último destacar los criterios que la Ley Orgánica del 82 establece para la satisfacción del daño: circunstancias del caso, la difusión o audiencia del medio a través del cual se ha producido, la gravedad de la lesión efectiva y el beneficio que haya obtenido el causante de la lesión. 
RESPONSABILIDAD POR HECHOS AJENOS

Dice el párrafo Io del artículo 1.903 que "la obligación que impone el artículo anterior es exigible, no sólo por los actos u omisiones propios, sino por los de aquellas personas de quienes se debe responder". Por tanto, la responsabilidad por hecho de otro, llamada también responsa​bilidad indirecta, es la que surge cuando la ley obliga a reparar el daño causado por la acción u omisión de una persona a otra distinta. Hay una disociación entre el causante del daño y el responsable.
El fundamento de esta responsabilidad por hecho ajeno en el sistema del Código Civil es una falta propia de quien responde. En efecto, el artículo 1.903, después de regular los supuestos en que se da aquella responsabilidad, dice: "La responsabilidad de que trata este artículo cesará cuando las personas en él mencionadas prueben que emplearon toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño".
A continuación examinaremos los supuestos legales que recoge el artículo 1.903 como de responsabilidad por hecho ajeno.


1.    La responsabilidad de los padres
Según el párrafo 2o del artículo 1.903 "los padres son responsables de los daños causados por los hijos que se encuentran bajo su guarda".
La obligación de responder corresponde a ambos progenitores siempre que ambos tengan la guarda del menor.
El fundamento de la responsabilidad de los padres se encuentra en una presunción "iuris tantum" de culpa "in vigilando" o "in educando". Y decimos que se trata de una presunción de iuris tantum, ya que del inciso final del artículo 1.903, antes citado, se deduce que su responsabilidad cesará si prueban que emplearon toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño.
Lo cierto es que ni los padres pueden vigilar al menor en todo momento ni pueden evitar que obren contra lo que se les ha enseñado o prohibido. Por tanto, se habla de la existencia de un matiz objetivo en esta responsabilidad.
Cabe plantearse la cuestión de qué sucederá en el supuesto de que los padres hubieran empleado toda la diligencia de un buen padre de familia en la vigilancia del hijo y en el supuesto de que aun no dándose esta última circunstancia, resultaren insolventes los padres, pero los hijos fueran solventes. Diez Picazo estima que aplicando los principios que podían extraerse del anterior Código Penal, debería responder el patrimonio del menor.
2.
Responsabilidad del tutor
En la misma línea de la responsabilidad de los padres, el párrafo 3o del artículo 1.903 establece la del tutor, diciendo que "son responsables de los perjuicios causados por los menores o incapacitados que están bajo su autoridad y habitan en su compañía". La referencia a los menores hay que entenderla como a menores que no se encuentren bajo la patria potestad. Los incapacitados son aquellos sobre los que el tutor tiene autoridad porque la tutela se extiende a su persona.
3.
La responsabilidad civil de los empresarios
Señala el párrafo 4o del artículo 1.903 que "responden civilmente los dueños o directores de un establecimiento o empresa respecto de los perjuicios causados por sus dependientes en el servicio de los ramos en que los tuvieren empleados, o con ocasión de sus funciones". Los requisitos necesarios para que nazca esta responsabilidad son:
a) Una conducta culpable del dependiente causante del daño.
b) Una relación de dependencia entre el causante del daño y el empresario.
c) Que el daño sea causado por el dependiente en el desempeño de sus obligaciones o servicios.
El fundamento de esta responsabilidad está en la "culpa in vigilando" o "in eligendo" del empresario, el cual conforme el último inciso del artículo 1.903 cesará en tal responsabilidad si prueba que empleó toda la diligencia de un buen padre de familia (un buen empresario en el presente caso) para prevenir el daño.
Ahora bien, el Tribunal Supremo viene manteniendo un criterio muy flexible sobre los requisitos de la relación de dependencia (admitiendo que existe la misma siempre que una persona realice un trabajo por encargo de otra, o con su aquiescencia o autorización) y sobre el requisito de que el dependiente actúe en el desempeño de sus obligaciones o con ocasión de sus funciones, incluyendo también las funciones accesorias a las realmente encomendadas. Y por otro lado, sigue criterios muy rígidos en orden a la apreciación de la prueba por parte del empresario de que actúo con la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño. En la práctica pues puede hablarse de una responsabili​dad cuasi objetiva de los empresarios.
El empresario que paga el daño causado por sus dependientes está facultado para repetir de éstos lo que hubiese satisfecho, dice el artículo 1.904. Es un precepto que no tiene que ver nada con los que se refieren a la responsabilidad aquiliana, por lo que el plazo de prescripción de la acción será el de quince años (artículo 1.964).
4,    Responsabilidad de los titulares de Centros docentes de enseñanza no superior.
El Código Civil establece que: "las personas o entidades que sean titulares de un Centro docente de enseñanza no superior, responderán por los daños y perjuicios que causen sus alumnos menores de edad durante los períodos de tiempo en que los mismos se hallen bajo control o vigilancia del profesorado del Centro, desarrollando actividades escolares o extraescolares y complementarias" (artículo 1.903, párrafo 2o), y que "los titulares de los Centros docentes de enseñanza no superior, podrán exigir de los profesores las cantidades satisfechas, si hubiesen incurrido en dolo o culpa grave en el ejercicio de sus funciones que fuesen causa del daño" (artículo 1.904).
De estos preceptos se deduce que son las personas o entidades que sean titulares de los Centros docentes y no los profesores los que tienen el deber de responder de los daños y perjuicios que causen sus alumnos menores de edad, aunque con la limitación temporal de que tales daños se hayan causado durante los períodos de tiempo en que aquellos se hallen bajo el control o vigilancia del profesorado del Centro y con la li​mitación material de que los alumnos estuvieren realizando, cuando ocasionasen los daños, actividades escolares o extraescolares y complemen​tarias, y ello sin perjuicio del derecho de los titulares de los Centros docentes de repetir contra los profesores por las cantidades que hubieran satisfecho a terceros, aunque sólo en los supuestos en que tales profesores hubieran incurrido en dolo o culpa grave en el ejercicio de sus funciones que fueren causa del daño.

A los titulares de los Centros docentes, dado que su responsabilidad se configura como responsabilidad por hechos ajenos, se les permite probar que emplearon la diligencia de un buen padre de familia (equivalente aquí a la de un empresario medio, ni descuidado ni escrupuloso) para prevenir el daño (artículo 1.903, párrafo último).
RESPONSABILIDAD POR DAÑOS CAUSADOS POR LOS ANIMALES

En el Código Civil hacen referencia a esta materia dos preceptos: los artículos 1.905 y 1.906.
A tenor del artículo 1.905, "el poseedor de un animal, o el que se sirve de él, es responsable de los perjuicios que causae, aunque se le escape o extravíe. Sólo cesará esta responsabilidad en el caso de que el daño proviniera de fuerza mayor o de culpa del que lo hubiese sufrido". La jurisprudencia ha declarado que este artículo consagra una responsabilidad objetiva que sólo cesará cuando haya fuerza mayor o culpa de la víctima. Sin embargo, si concurriese ésta en la producción del daño, es decir, si no es exclusiva, habrá que moderar la del responsable de acuerdo con las declaraciones jurisprudenciales sobre la concurrencia de culpas.

El artículo 1.906 del Código Civil contiene una norma dedicada a los daños originados por la caza, que dice: "El propietario de una heredad de caza responderá del daño causado por ésta en las fincas vecinas, cuando no haya hecho lo necesario para impedir su multiplicación o cuando haya dificultado la acción de los dueños de dichas fincas para perseguirla". Se trata, pues, de una responsabilidad basada en la culpa del propietario, que no ha tomado las debidas precauciones para evitar el daño.
En la actualidad, y en cuanto a los daños producidos por la caza, hay que estar a lo que específicamente se dispone en la Ley de Caza de 4 de abril de 1970 y su Reglamento de 25 de marzo de 1971. Se determina en el artículo 33.1 de la precitada Ley que "los titulares de aprovechamientos cinegéticos... serán responsables de los daños originados por las piezas de caza procedentes de los terrenos acotados. Subsidiariamente, serán responsables los propietarios de los terrenos". Expresamente se declara que la exacción de esta responsabilidad "se ajustará a las prescripciones de la legislación civil ordinaria" (artículo 33.2), lo que indica que no es una responsabilidad objetiva la que se implanta, sino por culpa o negligencia. El Real Decreto de 21 de enero de 1994 que aprobó el Reglamento del Seguro de Responsabilidad Civil del Cazador, establece que si los daños asegurados hubieran sido causados por los integrantes de una partida de caza y no consta el autor de los mismos, responderán solidariamente los aseguradores de los miembros de la partida. A estos efectos, se considerarán únicamente como miembros de la partida aquellos cazadores que hayan practicado el ejercicio de la caza en la ocasión y lugar en que el daño haya sido producido y que hubieran utilizado armas de la clase que originó el daño.
RESPONSABILIDAD POR DANOS CAUSADOS POR LAS COSAS INANIMADAS
1.    Responsabilidad por ruina de los edificios.
Viene regulada en los arts 1907 y 1909. Según el art 1907: "el propietario de un edificio responde de los daños causados por la ruina de todo o parte de él, si ésta sobreviene por falta de reparaciones necesarias". Y conforme al artículo 1.909, "si el daño de que tratan los dos artículos anteriores resultare por defecto de construcción, el tercero que lo sufra podrá repetir contra el arquitecto o, en su caso, contra el constructor dentro del tiempo legal". 

El artículo 1.907 impone una responsabilidad al propietario sobre la base de una falta suya: el no hacer las reparaciones necesarias, y ello aunque el edificio (que hemos de entender como sinónimo de construcción) esté dado en usufructo o en arriendo (artículo 500,501 y 1.554-2).

Y el 1909 es complementario del 1591 del Cc que se estudia en el tema 76 del programa.

2. Responsabilidad por actividades industriales de carácter peligroso o nocivo.

Cabe englobar bajo esta rúbrica algunos casos de actividades industriales de naturaleza peligrosa o nociva. La mayor parte de los que nuestro Código Civil recoge son explosiones de máquinas y daños ocasionados por sustancias gaseosas. La responsabilidad atañe, según el Código, al "propietario", aunque de acuerdo con el destino y la naturaleza de las cosas nocivas más parece que se trata de un empresario en el ejerci​cio de una empresa. Los supuestos que el Código enumera en el artículo 1.908 son los siguientes:
Io.  La explosión de máquinas que no hubiesen sido cuidadas con la debida diligencia y la inflamación de sustancias explosivas que no estuviesen colocadas en lugar seguro y adecuado.
El criterio que aquí utiliza el Código es un criterio de responsabilidad por culpa: no ha existido diligencia en el cuidado de las máquinas o en la seguridad y adecuación del lugar en el que se colocaron las sustancias explosivas.
2o.   Los humos excesivos que sean nocivos a las personas o a las propiedades.
El Tribunal Supremo ha declarado que este precepto configura un supuesto de responsabilidad de claro matiz objetivo, por razón del riesgo creado.
3o.   La caída de árboles colocados en sitios de tránsito, cuando no sea ocasionada por fuerza mayor.
Parece una responsabilidad objetivizada, de la que el propietario queda exonerado únicamente cuando concurren circunstancias de fuerza mayor.

4o.   Las emanaciones de cloacas o depósitos de materias infectantes, construidos sin las precauciones adecuadas al lugar en que estuviesen.
Es una responsabilidad subjetiva o culposa, pues se insiste en la falta de precauciones, aunque limitándola a aquellas que deban ser adecuadas en la construcción en relación con el lugar en que se encuentran (Diez Picazo).

3,    Responsabilidad por caída de cosas.

Dice el Código Civil que "el cabeza de familia que habita una casa o parte de ella es responsable de los daños causados por las cosas que se arrojaren o cayeren de la misma" (artículo 1.910). El sentido del precepto es que el daño sea causado por cosa que se arroja o caiga de la casa, pero no de aquellas cosas que forman parte del mismo edificio. Por otra parte, la responsabilidad se impone no por ser propietario, sino por el hecho de habitar. Hay que observar, de paso, lo anacrónico que resulta en esta época hablar de "un cabeza de familia", cuando ha desaparecido toda idea de jefatura doméstica en la familia, que es gobernada por marido y mujer. La responsabilidad debe considerarse de carácter objetivo, prescindiéndose, por tanto, de la culpa.

LA RESPONSABILIDAD OBJETIVA EN LA MODERNA LEGISLACIÓN

El criterio clásico de la responsabilidad extracontractual es el de la responsabilidad subjetiva: se responde de los actos culpables y propios. Es necesario, ya lo hemos dicho, que el actor pruebe que los daños se han ocasionado por un acto u omisión culpables de la persona a la que reclama.
Esta construcción que recoge con claridad el artículo 1.902 ya se ve algo desdibujada en los artículos 1.903 y siguientes, que admiten la responsabilidad por actos no propios; en este sentido, ya puede hablarse de una quiebra al principio arriba citado de responsabilidad subjetiva.
El Tribunal Supremo, por su parte, ha ido objetivizando paulatinamente la responsabilidad extracontractual prevista en el artículo 1.902, aunque sin abandonar totalmente el clásico principio de la responsabilidad por culpa, por lo que puede hablarse de una responsabilidad cuasi-objetiva.
Así ha reiterado en numerosas sentencias que: "El principio de la responsabilidad por culpa es básico en nuestro derecho positivo, encontrándose acogido en el artículo 1.902 del Código Civil, cuya aplicación requiere, por regla general, la necesidad ineludible de un reproche culpabilístíco al eventual responsable del resultado dañoso, y si bien la jurisprudencia de esta Sala ha evolucionado en el sentido de objetivizar la responsabilidad extracontractual, no lo es menos que tal cambio se ha hecho moderadamente, encomendando una inversión de la carga de la prueba y acentuando el rigor de la diligencia requerida, según las circunstancias del caso de manera que ha de extremarse la prudencia para evitar el daño, pero sin erigir el riesgo en fundamento único de la obligación de resarcir, y sin excluir, en todo caso, y de modo absoluto, el clásico principio de responsabilidad culposa".
Lo que se trata con la misma es de establecer una responsabilidad basada exclusivamente en la realidad del daño sufrido por una persona, con independencia de la culpabilidad del causante del mismo.
Lo que se persigue en los supuestos de responsabilidad objetiva no es otra cosa, que proyectar sobre el agente causante directo o indirecto de un evento dañoso o perjudicial, las consecuencias económicas del daño, lesión o perjuicio, con independencia absoluta de la intencionalidad, diligencia o negligencia de su conducta. Como justificación del establecimiento de esta responsabilidad objetiva, se han señalado las siguientes causas:1Que la investigación de la culpabilidad es siempre difícil. 2.Que la seguridad y rapidez de la vida económica son esenciales en la vida moderna. 3.Que quien pone en actuación un riesgo potencial (máquinas, automóviles, etc.), debe soportar las consecuencias dañosas de su funcionamiento, haya o no culpa por su parte.
Son supuestos de responsabilidad objetiva en nuestro Derecho, aparte de los ya mencionados que se desprenden del Código Civil como ya hemos visto, los siguientes:
1.    Responsabilidad por daños causados a las personas o a las cosas por la circulación de vehículos a motor.
El Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, dice que: "El conductor de un vehículo de motor que con motivo de la circulación cause daños corporales o materiales, estará obligado a repararlos conforme a lo establecido en la presente Ley" (artículo 1.1, párrafo Io). Sin embargo, el sistema de responsabilidad que se acoge es distinto para los daños corporales que para los materiales.
Para los corporales, o daños a las personas, se impone la responsabilidad al conductor, salvo si se prueba que los mismos fueron debidos "únicamente a culpa o negligencia del perjudicado o a fuerza mayor extraña a la conducción o al funcionamiento del vehículo. No se considerarán como casos de fuerza mayor los defectos de éste ni la rotura o fallo de algunas de sus piezas o mecanismos" (artículo 1.1, párrafo 2o).
Para los daños materiales, dispone que: "En el caso de daños en los bienes, el conductor responderá frente a terceros cuando resulte civilmente responsable según lo establecido en los artículos 1.902 y siguientes del Código Civil, artículos 109 y siguientes del Código Penal, y según lo dispuesto en la propia Ley" (artículo 1.1, párrafo 3o).
La responsabilidad por daños a las personas ha sido calificada de objetiva. Basta la existencia de un daño a las personas produ​cido por un vehículo a motor con motivo de la circulación. Pero es obvio que se trata de una responsabilidad objetiva atenuada, porque el causante del daño no responde si sobreviene a consecuencia de:*La culpa o negligencia exclusiva del perjudicado. *Fuerza mayor extraña a la conducción o al funcionamiento del vehículo, exceptuando de su ámbito los defectos del vehículo, la rotura o fallo de alguna de sus piezas o mecanismos.

2. Responsabilidad por daños causados por la energía nuclear.

Se rige por la Ley de 27 de mayo de 2011 que deroga en este punto la ley de 29 de abril de 1964, recogiendo las últimas reformas producidas en los Convenios internacionales de París de 29 de junio de 1960 y su complementario de Bruselas de 31 de enero de 1963. según la vigente ley, el explotador de una instalación nuclear será responsable de los daños nucleares durante el almacenamiento, transformación, manejo, utilización en cualquier forma o transporte de sustancias nucleares. Esta responsabilidad, será independiente de la existencia de dolo o culpa y estará limitada en la cuantía hasta el límite que señala la propia Ley.

Ahora bien, si el explotador prueba que los daños nucleares se debieron total o parcialmente a la acción u omisión dolosa o con negligencia grave de la persona que lo sufrió, el órgano jurisdiccional competente podrá exonerar total o parcialmente al explotador de su responsabilidad frente a esa persona.

3.    Responsabilidad por daños causados por la navegación aérea.
Se encuentran regulados por la Ley de Navegación Aérea de 21 de julio de 1960, que establece un sistema de responsabilidad objetiva para los siguientes tipos de daños: a) Los que sufran los viajeros a bordo de las aeronaves y por la acción de las mismas o como consecuencia de operaciones de embarque o desembarque; b) Los daños que experimenten los efectos o mercancías desde su entrega (artículo 115). igualmente la Ley dice que "la razón de indemnizar tiene su base objetiva en el accidente o daño, y procederá, hasta los límites de responsabilidad que en este capítulo se establecen, en cualquier supuesto, incluso en el de accidente fortuito y aun cuando el transportista, operador o sus empleados justifiquen que obraron con la debida diligencia" (artículo 120).
Se declaran también indemnizables por la Ley los daños que se causen a las personas o a las cosas que se encuentren en la superficie terrestre por acción de la aeronave, en vuelo o en tierra, o por cuanto de ella se desprenda o arroje.

4.   Responsabilidad por daños sufridos por los consumidores y usuarios
Tanto el Texto Refundido del 2007 como la Ley de 19 de julio de 1984 para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, contiene normas que establecen supuestos de responsabilidad objetiva. Así señala esta última que: "el consumidor o usuario tiene derecho a ser indemnizado por los daños y perjuicios demostrados que el consumo de bienes o utilización de productos o servicios les irroguen, salvo que estén causados por su culpa exclusiva o por las personas de las que debe responder civilmente" (artículo 25). Se enuncia así –señala la doctrina- un principio rígido de responsabilidad objetiva, salvo cuando se den las circunstancias que enumera. Sin embargo, deben considerarse excluyentes tanto la fuerza mayor como el hecho del tercero, pues entonces el daño no está producido por el consumo de bienes o la utilización de servicios.

5.    Responsabilidad por daños causados por los productos defectuosos
Se rige actualmente por el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, que ha incorporado al mismo el contenido de la Ley 22/1994, de 6 de julio, que regía esta materia.

El régimen de responsabilidad civil objetiva consagrado por el Texto Refundido comprende los daños personales, incluida la muerte, y los daños materiales, siempre que éstos afecten a bienes o servicios objetivamente destinados al uso o consumo privados y en tal concepto hayan sido utilizados principalmente por el perjudicado (artículo 129.1).

La acción de reparación de daños y perjuicios prescribe a los tres años desde que se produjo el perjuicio, siempre que sea conocido el responsable de dicho perjuicio (artículo 143).
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